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Expediente 66001-31-03-004-2009-00196-01

Procede la Sala a resolver sobre la impugnación que interpuso Caprecom EPS-S, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Civil del  Circuito de Pereira, en la acción de tutela que contra esa entidad, el Hospital Universitario San Jorge y la Secretaría de Salud Departamental instauró la señora María Francia González Serna.

ANTECEDENTES

Relata la promotora del proceso que el 13 de febrero del año pasado, por accidente, fue impactada con varios tiros de arma de fuego; desde entonces padece convulsiones, dolores de cabeza, parálisis facial y se halla incapacitada para trabajar; ha sido tratada en la EPS-S Caprecom donde le recomendaron la práctica de algunos exámenes que no fueron autorizados; se vio obligada a interponer acción de tutela que decidió favorablemente el Juzgado Primero de Ejecución de Penas de esta ciudad; debido a sus dolencias debe estar en constante tratamiento; le formularon los medicamentos denominados “carbanacepina y tamotrigina” para controlar las convulsiones y los dolores de cabeza que padece, pero no le han sido entregados.

Considera lesionados sus derechos a la seguridad social, la salud y la vida digna y solicita se ordene a las accionadas entregar los medicamentos que le fueron recetados y se le otorgue un tratamiento integral.

ACTUACIÓN PROCESAL

Mediante proveído del 3 de julio de este año se admitió la tutela, se ordenaron las notificaciones de rigor y como medida provisional se ordenó al Hospital Universitario San Jorge hacer entrega a la actora de los medicamentos recetados por el médico tratante.

La asesora jurídica de esa entidad se pronunció mediante escrito en el que indicó que la citada señora ha sido atendida por los especialistas de esa institución; presenta diagnóstico de hipoacusia conductiva post traumática y secuelas de agresiones, motivo por el cual se le  recomendó estudio audiológico y se le recetaron algunos medicamentos que no ofrecen en su portafolio de servicios, razón por la cual deben ser prestados por la EPS-S Caprecom, entidad que tiene obligación legal y constitucional de garantizarlos a su afiliada y que como no ha vulnerado derecho alguno, deben negarse frente a ella las pretensiones.

La Directora Territorial de la Caja de Previsión Social de Comunicaciones Caprecom, al ejercer su derecho de defensa, precisó que solo opera como empresa promotora de servicios de salud del régimen subsidiado y en razón a que ese plan no incluye el servicio que requiere la actora, debe garantizarlo la Secretaria de Salud del Departamento.  Pretende se le desvincule del proceso y se archive la actuación.

El Secretario de Salud del Departamento, por medio de apoderado judicial, en extenso escrito, adjudicó a la EPS-S Caprecom la responsabilidad en la prestación en el servicio reclamado con motivo del contrato que suscribió para la administración del régimen subsidiado, en virtud del cual le corresponde atender todo lo relacionado con la prevención, atención especialista, medicamentos, tratamiento y recuperación de la salud, con facultad de ejercer la acción de recobro ante el Fosyga para evitar su desequilibrio financiero. Citó una serie de normas y jurisprudencia que considera aplicables al caso y concluye que frente a la entidad que representa debe negarse la tutela.

En sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, el pasado 22 de julio, se concedió el amparo reclamado; se ordenó a la EPS-S Caprecom entregar el medicamento denominado Tomogrigina 25 mg. y brindar el tratamiento integral a la señora González Serna; se autorizó a esa entidad ejercer acción de recobro ante el Fosyga por el 100% del costo de la medicina ordenada y del tratamiento integral; se negó la tutela respecto de la Secretaría de Salud Departamental y el Hospital Universitario San Jorge y se levantó la medida provisional decretada.

Inconforme con la sentencia, impugnó la entidad obligada a cumplirla con el fin de obtener se impongan a la secretaría de Salud Departamental las órdenes contenidas en el fallo, por tratarse de servicios no contemplados en el plan obligatorio de salud subsidiado.

CONSIDERACIONES

Es sabido que la acción de tutela es el mecanismo constitucional destinado a la protección de derechos fundamentales cuando han sido vulnerados o amenazados por una autoridad pública o por particulares, en los estrictos casos señalados en la ley.

Si como consecuencia de una solicitud de tal naturaleza se impone una orden al infractor, es deber de éste cumplirla. De no hacerlo, el interesado debe poner en conocimiento del juez tal hecho con el fin de que se adopten las medidas que la ley le otorga para obtener su cumplimiento, así como acudir al incidente de desacato, pero no se le faculta promover una nueva solicitud de amparo para sustituir esos trámites.

Al respecto ha dicho la Corte Constitucional:

“Ciertamente, como antes fue estudiado, el juez encargado de verificar el cumplimiento de los fallos de tutela, cuenta con las mismas facultades que le son otorgadas durante el trámite de la acción, con el fin de que pueda adoptar todas las medidas necesarias para lograr el acatamiento de lo ordenado. Esta circunstancia permite a la Sala afirmar que la solicitud de cumplimiento de la sentencia de tutela ante el juez que conoció en primera instancia del asunto, es el mecanismo idóneo y más eficaz para lograr el cumplimiento de la decisión y, así, la protección efectiva del derecho fundamental lesionado o amenazado.

“... la Sala encuentra que admitir que el cumplimiento de una sentencia de tutela sea reclamado mediante la presentación de una nueva demanda de este tipo, perturbaría la actividad judicial ―como fue señalado en la Sentencia T-088 de 1999― y desvirtuaría la naturaleza misma de la acción de tutela, de conformidad con el artículo 86 de la Carta, esto es, la protección efectiva de los derechos fundamentales de las personas bajo el concepto de tutela judicial efectiva.

“...

“Esta postura ha sido reiterada por esta Corte en varias oportunidades…

“Finalmente, en la Sentencia T-1198 de 2003, la Corte analizó el caso de un tutelante a quien luego de una cirugía de extirpación de un tumor maligno, la EPS a la que se encontraba afiliado le negó una serie de medicamentos y el tratamiento de radioterapia complementario que le había sido prescrito,...Aunque en el caso concreto, la Corte encontró que existía un hecho superado, hizo algunas manifestaciones sobre el problema de la procedencia de la acción de tutela para lograr el cumplimiento de fallos de tutela, las cuales la Sala considera importante resaltar:

“8.2. Como conclusión es posible anotar que, cuando se está en presencia de la desatención de una orden de tutela en el sentido de interrumpir la continuidad de un tratamiento médico ya ordenado judicialmente a una EPS, el juez que en primera instancia conoció del proceso mantendría la competencia para hacer cumplir a cabalidad la orden que profirió. La tesis contraria sería completamente irrazonable, es decir, si se impone la carga al ciudadano de interponer una nueva acción de tutela cada vez que la entidad a la cual se encuentra afiliado desatienda la obligación de continuidad en la prestación de los tratamientos ya iniciados, no solo se comulgaría con la vulneración permanente de los derechos fundamentales ya tutelados, sino que se haría de la tutela un mecanismo meramente simbólico e incidental, librado para el cumplimiento de sus órdenes a la buena fe de las personas demandadas. Al respecto ha dicho la Corte: ‘El cumplimiento de las órdenes judiciales representa uno de los aspectos centrales del Estado social de derecho porque es el pronunciamiento de la autoridad competente que por medio de la aplicación de la Constitución y la ley define la situación jurídica en una controversia. Del cumplimiento de los fallos depende la confianza, el respeto, la convivencia pacífica y el legítimo uso de la autoridad en una sociedad democrática. Por ello, la reglamentación de la acción de tutela tiene previsto un procedimiento para cuando los fallos tomados en uso de esa acción ciudadana los jueces puedan hacer efectivas las órdenes dadas para proteger de manera efectiva y eficaz los derechos fundamentales de las personas. Si tales mecanismos no existieran, las órdenes de los jueces podrían quedar como un mero pronunciamiento inútil, huero e ineficaz”
...

Se desprende de lo relatado por la accionante que anteriormente solicitó amparo constitucional ante la negativa de la EPS-S accionada en autorizar procedimientos clínicos que le fueron recomendados con motivo de sus padecimientos, la que resultó favorable a sus intereses.  

En el curso de esta instancia  se estableció que efectivamente la citada señora tramitó acción de tutela contra la ESE Hospital Universitario San Jorge de Pereira, la EPS-S Caprecom, la Secretaría de Salud Departamental y la EPS-S Cafesalud, de la que conoció el Juez Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira; en sentencia proferida el 19 de mayo de este año, el citado funcionario negó la solicitud que elevó para obtener valoración con especialistas en ginecología y neurocirugía, debido a que en el transcurso del proceso las citas respectivas fueron programadas; se tutelaron los derechos fundamentales invocados por ella y se ordenó a la Secretaría de Salud Departamental realizar los trámites necesarios para programar y practicar los exámenes médicos denominados Impedancionatria, Audiometría Verbal y Audiometría Tonal, prescritos por el médico tratante
.  

Con motivo de la impugnación que frente a ese fallo interpuso la Secretaría de Salud Departamental, la Sala Penal del Distrito Judicial de Pereira, en sentencia del 14 de julio pasado, lo modificó para ordenar a la EPS-S Caprecom  practicar los exámenes prescritos a la accionante y además le ordenó brindarle “el tratamiento integral que requiera …, con ocasión de la patología que presenta y de prestarse a futuro por parte de la misma componentes derivados de la referida atención que se encuentren fuera del P.O.S.S., podrá recobrar a la entidad territorial la totalidad de los gastos en que incurra y que no esté en la obligación de asumir, salvo que para su cumplimiento deba la accionante iniciar incidente de desacato, evento en el cual sólo podrá repetir por la mitad”.

Con la orden contenida en este último fallo se pretendió prevenir la lesión a los derechos a la salud y a la seguridad social que resultaron dignos de protección, de presentarse nuevas situaciones que los afectaran luego de brindarse la atención inicialmente reclamada y en consecuencia, la decisión de otorgar a la demandante un tratamiento integral para la patología que padece, impone a la EPS-S Caprecom la obligación de suministrarle la medicina que reclama por medio de esta  nueva acción, prescrita por médico neurocirujano, especialidad por la que fue valorada a raíz de la primera demanda.

En consecuencia, deberá la demandante acudir ante el Juez Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad con el fin de obtener que en el mismo proceso en el que se concedió el amparo, se dé cumplimiento a la orden impartida a la EPS-S Caprecom de brindarle un tratamiento integral para sus dolencias y si es del caso se inicie el respectivo incidente por desacato, medida que resulta más efectiva para el restablecimiento de sus derechos.

Encuentra entonces la Sala que no es en este caso concreto la acción de tutela el mecanismo idóneo para lograr el cumplimiento de otros fallos de tutela, por cuanto, se insiste, en la sentencia proferida por la Sala Penal de este mismo tribunal, se ordenó a la EPS-S Caprecom brindar un tratamiento integral a la accionante con motivo de sus dolencias, las mismas a que se refiere en su nueva petición y en consecuencia, para los efectos del artículo 27 del  Decreto 2591 de 1991 ha debido acudir ante el juez de primera  instancia con el fin de obtener que se cumpla la orden impartida, sin perjuicio de iniciar el incidente por desacato de acuerdo con el artículo 52 del mismo Decreto.

Contando la accionante con otro mecanismo de defensa judicial, la tutela resulta improcedente y por lo tanto, la sentencia de primera instancia será revocada.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

RESUELVE:

1.- REVOCAR la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, el 22 de julio de 2009, en la acción de tutela promovida por María Francia González Serna contra la EPS-S Caprecom, el Hospital Universitario San Jorge y la Secretaría de Salud Departamental. En su lugar, se declara improcedente el amparo solicitado.

2.- Envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.

3. Notifíquese lo aquí decidido a las partes al tenor del artículo 30 ibídem.

Cópiese, Notifíquese y Cúmplase.

Los magistrados.

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

GONZALO FLÓREZ MORENO       

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
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